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LA ALTA EXPECTATIVA DE LA CIUDADANÍA A LAS REFORMAS ANUNCIADAS POR EL PRESIDENTE VIZCARRA

SIN LICENCIA

LA COLUMNA DEL DIRECTOR

El poder de la palabra

El Congreso regalón

La conjunción 
populista

E l Congreso hace todos 
los esfuerzos posibles 
por ganar ilegitimi-
dad. No se trata solo de 
Fuerza Popular, el gru-

po mayoritario. Otros se suman a esta 
carrera por la desaprobación.

El proyecto de ley sobre la compen-
sación por tiempo de servicios (CTS) 
en Essalud ha sido aprobado por 81 vo-
tos. Hay 81 congresistas que creen que 
lo que han hecho es una ley, y más aun, 
creen que es una buena “ley”.

Dar un beneficio particular a un 
grupo particular, por más loable que 
sea la pretensión, no es una ley. Una ley 
es una norma general, para que todos sepamos 
cómo actuar.

Hay varios regímenes laborales. Esta “ley” 
del Congreso establece un nuevo criterio para 
calcular la CTS del régimen laboral del Decreto 
Legislativo 276 (y su modifi catoria, Ley 25224).

El nuevo criterio cambia la forma de sumar 
el tiempo de servicios de este grupo de traba-
jadores. Esta “ley” manda incluir los bonos de 
productividad en ese cálculo.

Esta norma quiebra el principio básico de ley 
igual para todos. No decimos que esos trabaja-
dores no merezcan mejores compensaciones. 
Sostenemos que eso no se puede hacer a través 
de una “ley”.

El desarreglo de regímenes laborales y sus 
benefi cios diferenciados no puede arreglarse 
con úcases en favor de segmentos particulares. 
Las leyes no son balas de un héroe justiciero. 

Esta mayoría congresal no comparte el senti-

S on muchas las razones por las que los 
países pueden atravesar por etapas 
de estancamiento o retroceso eco-
nómico. Aquellos que transitan por 
períodos de guerra civil o por proce-

sos hiperinfl acionarios, por citar dos ejemplos, 
son proclives a tasas negativas de crecimiento. 
También son enemigos del desarrollo los pro-
yectos estatistas y socialistas.

Existen, por otro lado, aventuras políticas que 
socavan el desarrollo pero que, por encontrarse 
sostenidos por un amplio soporte social, disimu-
lan sus efectos por largo tiempo; tan largo, que a 
veces se pierde de vista la relación causa-efecto. 
Me refiero a los procesos populistas; léase, a 
aquellos en los que desde distintos estamentos 
del poder se implementan políticas públicas 
dirigidas a cambiar la aprobación de tal o cual 
entidad, antes que a mejoras institucionales o al 
incremento de la productividad.

En ese camino se han estancado grandes es-
fuerzos de reforma en nuestra región y, cómo no, 
en nuestro país. Lo común es el impulso de medi-
das populistas desde el Ejecutivo. El problema se 
agudiza, no obstante, si a ese mismo empeño se 
abocan otras instancias de poder, como sucede 
en nuestro caso.

En efecto, si nos guiamos por las decisiones de 
políticas públicas iniciadas o promovidas por los 
distintos poderes, pareciera que nos encontra-
mos ante una conjunción populista. Por un lado, 
tenemos al presidente Martín Vizcarra, quien pa-
rece creer que solo el calor popular servirá en su 
lucha contra la aplanadora de la mayoría congre-
sal; de ahí que se encuentre en una espiral popu-
lista: propuestas de aumento anual de los salarios 
para el sector educativo, la no reelección de con-
gresistas, la implementación de subsidios para 
alquiler de viviendas y en el sector agrario, y así.

Por otro lado, en el Legislativo parecen pensar 
que dicha práctica 
debe ser enfrenta-
da con las mismas 
armas. Nos encon-
tramos de pronto 
con la modifi cación 
del pago de CTS a 
los trabajadores de 
Essalud (medida 
que le costará cerca 

de S/700 millones adicionales a esa entidad) 
o la regulación de tarifas de estacionamientos 
(¿mañana será control de precios o alguna otra 
medida de similar fi losofía?), uso de canon para 
fondos de vivienda, entre otras medidas.

Y si de alentar el populismo se trata, siguien-
do las iniciativas provenientes del Ejecutivo y el 
Legislativo, ahora el Poder Judicial se anima a 
sumarse. La Corte Suprema ha decidido esta-
blecer límites a los contratos temporales en las 
empresas de ‘services’, lo que desnaturaliza por 
completo su función.

El populismo, ya sabemos, no ha llevado al 
desarrollo a ningún país ni ha mejorado aspectos 
claves de su arquitectura institucional; menos 
aun, incrementado la productividad general o 
el bienestar de las mayorías. Más bien, ha sido 
lo contrario. El problema, ya lo dijimos, es que 
sus efectos pasan desapercibidos en el corto 
plazo: para cuando nos damos cuenta de que 
las cosas no caminan como se esperaba, habrá 
otra razón a la cual apuntar. Recientemente, 
por ejemplo, nos enteramos de que la informa-
lidad laboral creció 5%, una clara señal de que 
algo malo hemos hecho en los últimos tiempos. 
¿Serán los continuos aumentos de la remunera-
ción mínima vital? ¿Regulaciones en la línea de 
las mencionadas anteriormente? Difícil saberlo 
con precisión, pero el resultado por sí mismo se-
ñala que se implementaron políticas públicas sin 
atención a sus consecuencias. ¿Alguien asumirá 
la responsabilidad? 

H acía tiempo que un 
discurso presiden-
cial no tenía tanto 
impacto en la opi-
nión pública. Todas 

las encuestas de agosto han registra-
do un impresionante incremento en 
la popularidad presidencial luego 
del mensaje por Fiestas Patrias. En el 
caso de la encuesta de El Comercio-
Ipsos, la aprobación a la gestión del 
presidente Martín Vizcarra pasó de 
35% a 46% mientras su desaproba-
ción cayó de 48% a 42%. Contraria-
mente a lo que ocurrió hace un año, 
cuando la aprobación del entonces 
presidente Pedro Pablo Kuczynski cayó de 34% 
a 29%.

La importancia del mensaje en los 11 puntos 
de crecimiento que registra la aprobación a Viz-
carra este mes se confi rma cuando se compara la 
evaluación de su mensaje con el que dio PPK hace 
un año. El de Vizcarra fue evaluado favorable-
mente por el 68% de la población informada. El 
de PPK, solo por el 30%. Y lo que es más relevan-
te, los principales sentimientos que despertó el 
mensaje de Vizcarra fueron esperanza, confi an-
za y tranquilidad, mientras que en el caso de PPK 
los sentimientos predominantes fueron descon-
fi anza, decepción e incertidumbre.

Vizcarra supo encarnar la indignación ciu-
dadana ante la corrupción descubierta en el sis-
tema judicial y efectuar un conjunto de audaces 
iniciativas en proporción a esa indignación. En 
particular, fueron muy bien recibidas sus pro-
puestas de llevar a referéndum la renovación 
del Consejo Nacional de la Magistratura y las re-
formas del sistema electoral. Como se esperaba, 
tres de ellas tienen un alto respaldo popular –la 
selección de los magistrados por concurso de 
méritos, el mayor control del fi nanciamiento de 
las campañas electorales y la no reelección de 
los congresistas–, mientras que la propuesta de 
la bicameralidad tiene un apoyo más limitado, 
aunque también favorable.

En contraste con el presidente, el gobierno 
en su conjunto ha mejorado solo marginalmen-
te su aprobación –pasa del 25% al 29%– mien-
tras que el primer ministro César Villanueva 
se mantiene en 19%. Esta distancia entre la 
aprobación a los dos principales funcionarios 
del Poder Ejecutivo no se veía desde los años 
90. Por su parte, los demás poderes del Estado 
continúan superando sus propios récords de 
desaprobación. Así, la aprobación al Congreso 
cae y su desaprobación sube. Similar ejercicio 
ocurre con el Poder Judicial.

Sin duda, los “audios de la vergüenza” han 
agravado la ya deteriorada imagen del Congre-
so y del sistema de justicia, y no sorprende que 
una mayoría abrumadora considere que el juez 
César Hinostroza debe ser investigado por posi-

do común. Con el proyecto de ley 135, 
aprobó su disposición complementa-
ria fi nal.

Esta disposición manda ejecutar 
la medida “de forma progresiva, con-
forme al presupuesto de Essalud, sin 
demandar recursos al tesoro público 
y sin afectar los gastos en infraestruc-
tura, medicinas y bienes y servicios 
necesarios para la prestación de los 
servicios de salud, respetando las dis-
posiciones legales presupuestales”.

Si fuera conforme al presupuesto 
de Essalud, el mandato no podría eje-
cutarse. Este criterio, sencillamente, 
no estaba considerado a la hora de 

hacer ese presupuesto. 
Tendría, entonces, que incluirse tal mandato 

en el próximo presupuesto. La ley debería orde-
narlo así explícitamente. Sin embargo, ¿puede 
una ley decirle a cualquier institución con qué 
criterios manejar sus presupuestos?

Esta “ley” decreta contradecir las reglas de 
la lógica. Dice que el aumento en los montos de 
CTS “no deben demandar recursos al Tesoro”. 
Dice, también y al mismo tiempo, que tampoco 
debe afectar los gastos en infraestructura, me-
dicinas y servicios de salud.

Si no está en el presupuesto, ¿de dónde apa-
recerá el dinero? No del Tesoro, no de los otros 
gastos. Estos 81 congresistas le dicen a Essalud 
que debe hacer aparecer recursos… ¡del cielo!

Este es el nivel de los congresistas que paga-
mos con nuestros impuestos. Ellos sostienen 
que debe hacerse todo “respetando las disposi-
ciones legales presupuestales”.

bles delitos penales ni que sea casi 
unánime la opinión de la ciudada-
nía para que renuncien el fi scal de 
la Nación, Pedro Chávarry, y el juez 
supremo César San Martín.

El Congreso y las autoridades 
judiciales parecen no haber toma-
do conciencia plena de la grave-
dad de la crisis que enfrentan. La 
opinión pública considera que la 
gran mayoría de jueces, fi scales y 
congresistas son corruptos, lo que, 
por supuesto, es una generaliza-
ción injusta. El problema para los 
honestos es que ya no pueden re-
fugiarse en la abstención o el perfi l 

bajo. Los jueces, fi scales y congresistas que no 
tengan una actitud frontal contra la corrupción, 
que no muestren una voluntad sincera de lim-
piar sus instituciones, serán percibidos como 
cómplices de la corrupción por la ciudadanía.

El Congreso, en particular, tiene la difícil ta-
rea de procesar las propuestas planteadas por 

“Los jueces, fi scales y 
congresistas que no tengan 

una actitud frontal contra la 
corrupción serán percibidos 
como cómplices de esta por 

la ciudadanía”.

“El resultado 
señala que se 

implementaron 
políticas 

públicas sin 
atención a sus 

consecuencias”.
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Los congresistas “no tienen iniciativa pa-
ra crear ni aumentar gastos públicos”, dice 
la Constitución (art. 79). El aumento de la 
CTS para este grupo de trabajadores supone 
un aumento de gasto, sobre todo si se señala 
que no se puede sacar ese dinero de los otros 
gastos de Essalud. 

La legislación aprobada pretende que ese 
mayor gasto no afecte el presupuesto. No por-
que la norma declare que “no afecta” va a de-
jar de afectar. Los recursos no aparecen del ai-
re. Lo sabemos todos, menos 81 congresistas.

Los congresistas buscan el aplauso de 
segmentos de la población. Son segmentos 
los que deciden un voto preferencial. Los 
congresistas, sin embargo, deben hacer le-
yes que ordenen la vida de todo el país, no de 
pequeños segmentos.

Haciendo normas de benefi cio sectorial 
caminamos al desorden, no al orden. Es 
irresponsable alentar la ilusión y el reclamo 
legítimo de los trabajadores. Hacerlo sin sus-
tento económico es populismo.

En el populismo de esta norma se herma-
naron Fuerza Popular con el Frente Amplio, 
Nuevo Perú, Acción Popular y el Apra. Parte 
de la bancada oficialista optó por una ver-
gonzosa abstención.

Los únicos congresistas que votaron cla-
ramente en contra, a pesar de que esta posi-
ción no es popular, fueron Mercedes Araoz, 
Carlos Bruce, Guido Lombardi y Gino Costa. 

El país observa la actuación del Congreso 
como conjunto. Esta medida es populista y con-
traria a la lógica. Se sumará a la lista de reclamos 
que la población general tiene en su contra. 

Director General: 
FRANCISCO MIRÓ QUESADA CANTUARIAS

Director Periodístico:  
JUAN JOSÉ GARRIDO KOECHLIN

Directores fundadores: 
Manuel Amunátegui  [1839-1875] y Alejandro Villota [1839-1861]  

Directores: 
Luis Carranza [1875-1898] 

José Antonio Miró Quesada [1875-1905]  
Antonio Miró Quesada de la Guerra [1905-1935]  
Aurelio Miró Quesada de la Guerra [1935-1950]  

Luis Miró Quesada de la Guerra [1935-1974]  
Óscar Miró Quesada de la Guerra [1980-1981]  

Aurelio Miró Quesada Sosa [1980-1998]  
Alejandro Miró Quesada Garland [1980-2011]   

Alejandro Miró Quesada Cisneros [1999-2008] 
Francisco Miró Quesada Rada [2008-2013] 

Fritz Du Bois Freund [2013-2014]
Fernando Berckemeyer  Olaechea [2014-2018]

Analista político*

ALFREDO

Torres

Periodista

FEDERICO

Salazar

Director periodístico 
de El Comercio

JUAN JOSÉ 

Garrido 
Koechlin

Vizcarra. En el caso de la reforma política, es 
claro que las propuestas pueden ser mejoradas. 
El problema que enfrenta el Congreso es que la 
opinión pública estará muy atenta a estos cam-
bios y tenderá a rechazarlos. Dada la baja cre-
dibilidad del Congreso, estos solo podrían ser 
aprobados en un referéndum si son producto de 
un acuerdo con el propio Vizcarra.

En cambio, el Congreso podría avanzar rá-
pido con la reforma judicial. Los proyectos de 
ley presentados por el Ejecutivo a partir de las 
recomendaciones de la Comisión de Reforma 
del Sistema Judicial, que presidió Allan Wag-
ner, deberían ser aprobados pronto. Podrían 
empezar con la ley que crea la Autoridad Nacio-
nal de Integridad y Control en el Poder Judicial 
y en el Ministerio Público, que fue la primera 
recomendación de la comisión.

Pero lo más urgente es que el Congreso 
apruebe el proyecto de referéndum para cam-
biar el sistema de elección del Consejo Nacio-
nal de la Magistratura. Desde los “audios de la 
vergüenza”, el organismo constitucional encar-
gado de nombrar jueces y fi scales se encuentra 
descabezado. Para que pueda volver a operar 
rápido, se requiere aprobar por referéndum que 
sus integrantes sean nombrados por concurso 
público, lo que tiene amplio apoyo de la ciuda-
danía. Sin embargo, para que este referéndum 
pueda efectuarse en diciembre, debe ser con-
vocado a principios de octubre. Al Congreso le 
quedan seis semanas para sacar adelante este 
referéndum indispensable. 

* El autor es presidente ejecutivo de Ipsos Perú
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